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Sentenciada: BIENVENIDA ARRIETA RODRÍGUEZ
Delito: Hurto Calificado y Agravado

BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS/ Norma aplicable para la fecha en que acaecieron los hechos que dieron lugar a la condena/ Inviabilidad al tratarse de un delito excluido del beneficio

“Hasta aquí se tiene que el delito por el cual resultó condenada la señora Bienvenida Arrieta, efectivamente se encuentra inmerso en la lista de delitos excluidos por el artículo 32 anterior para que le sea otorgado el beneficio administrativo consagrado en el artículo 146 de Ley 65 de 1993, por lo que se insistirá en que no tiene vocación de prosperar tal petición, muy a pesar de cumplir los requisitos contemplados en el artículo 147 siguiente, sin que haya necesidad de profundizar en su análisis como quiera que ellos se encuentran supeditados al cumplimiento del primer factor, el cual no puede ser desconocido por el operador judicial en aras de no soslayar las normas o de inaplicarlas como si le fuere facultativo acogerlas o no.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias C-708 de 2002 y C-387 de 2015. 
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ASUNTO 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la sentenciada BIENVENIDA ARRIETA RODRÍGUEZ en contra de las decisiones adoptadas por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, del día 14 de diciembre de 2015 que le negó el beneficio administrativo de 72 horas, solicitado para abandonar temporalmente y sin vigilancia el Establecimiento de Reclusión. 
El Juzgado Tercero Penal Municipal de esta ciudad, mediante providencia del 12 de agosto de 2014, condenó a los señores BIENVENIDA ARRIETA RODRÍGUEZ y HAWIN MONTERO OLEA a las penas de 63 y 126 meses de prisión, respectivamente al declararlos penamente responsable de la comisión del delito de hurto calificado y agravado.
La verificación del cumplimiento de la sanción impuesta a la señora ARREITA RODRIGUEZ, correspondió en un comienzo al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, Despacho ese que mediante decisión del día 14 de diciembre de 2015 le negó el beneficio administrativo de 72 horas, decisión contra la cual se interpuso recurso de apelación.
Con posterioridad y ante la creación del Juzgado Cuarto de Ejecución de penas y medidas de seguridad de esta ciudad, con la redistribución de cargas laborales el expediente pasó a su conocimiento y subsanado el error de notificación no realizada por parte de la secretaría común de dichos Juzgados, ese funcionario profirió auto del 21 de junio de 2016 en el cual le negó la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, negativa que al momento de subir el encuadernado a este Tribunal no había sido notificado en debida manera.   
LA PROVIDENCIA IMPUGNADA:

El proveído del 14 de diciembre de 2015 proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad de esta ciudad negó el beneficio de 72 horas con el argumento que el art. 32 de la ley 1709 de 2014, modificó el art. 68 A del código Penal, excluyó el beneficio para aquellas personas condenadas por delitos entre otros contra el patrimonio económico –hurto calificado- y si bien la sentenciada cumplía con los presupuestos de procedibilidad establecidos en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, el delito hacía que se tornara legalmente imposible. 
LA ALZADA:
En unas simples y lacónicas manifestaciones, la privada de la libertad interviene en la sustentación del recurso de la siguiente manera:

Referente a la negación del permiso administrativo de las 72 horas refiere que interpuso recurso porque hay personas que están purgando pena por homicidio y les has concedido dicho beneficio, además su progenitora murió y tienen dos menores de 9 y 4 años que están en la casa. Solicita se le colabore no con el otorgamiento de dicho permiso sino con la sustitución del sitio de reclusión para gozar de la domiciliaria.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
- Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una providencia emanada de un Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que hace parte de este Distrito Judicial, esta Sala de decisión penal, según las voces del # 3º del artículo 33 C.P.P. es la competente para resolver la presente Alzada. 
- Problema Jurídico:
Acorde con los argumentos del disenso expuestos por la recurrente en la alzada, considera la Sala que de los mismos se desprende el siguiente problema jurídico:

¿A pesar de las prohibiciones consagradas en Ley 1709 de 2014, resulta procedente concederle a la señora BIENVENIDA ARRIETA RODRIGUEZ el beneficio administrativo consistente en permiso hasta por 72 horas para que abandone temporalmente y sin vigilancia el Centro de Reclusión, acorde la ley penitenciaria y procesal penal vigente?
Solución:

Iniciará la Sala afirmando que en atención a la fecha en que tuvieron ocurrencia los hechos, la Ley aplicable para resolver este asunto, para infortunio de la sentenciada, es la # 1709 de 2014 que entró a regir el 20 de enero del mismo año, es decir, con posterioridad a la comisión del actuar delictivo, motivo por el cual de antemano se advertirá que la pretensión no está llamada a prosperar. 

Al descender al punto objeto de censura, la Sala debe ser enfática en establecer que la Ley de marras impone unas cargas a los sentenciados para acceder al permiso previsto en el artículo 147 del Código Penitenciario y Carcelario, las cuales están sujetas además a que no exista algún tipo de prohibición legal para ser concedido dicho beneficio en atención al delito por el cual se encuentran condenados.

Consecuente con lo anterior, nos remitiremos a la tan mencionada Ley 1709 de 2014, específicamente al artículo 32 en aras de verificar si la conducta punible de HURTO CALIFICADO con circunstancia de agravación punitiva, por la cual fue condenada la señora ARRIETA RODRÍGUEZ se encuentra o no enlistada dentro los delitos excluidos por la mencionada ley para acceder al beneficio administrativo solicitado, veamos: 
“ARTÍCULO 32. Modifícase el artículo 68A de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así:

Artículo 68A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores.
Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad, integridad y formación sexual; …; hurto calificado; extorsión, ….; (…)” Negrillas extra texto.
Hasta aquí se tiene que el delito por el cual resultó condenada la señora Bienvenida Arrieta, efectivamente se encuentra inmerso en la lista de delitos excluidos por el artículo 32 anterior para que le sea otorgado el beneficio administrativo consagrado en el artículo 146 de Ley 65 de 1993, por lo que se insistirá en que no tiene vocación de prosperar tal petición, muy a pesar de cumplir los requisitos contemplados en el artículo 147 siguiente, sin que haya necesidad de profundizar en su análisis como quiera que ellos se encuentran supeditados al cumplimiento del primer factor, el cual no puede ser desconocido por el operador judicial en aras de no soslayar las normas o de inaplicarlas como si le fuere facultativo acogerlas o no.
Se trata entonces de una perentoria y expresa prohibición legal de otorgar el beneficio de excarcelación temporal, al que solo podrían acceder aquellos sentenciados que satisfagan uno y otro de los requisitos, es decir los descritos en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993 y los del artículo 32 de Ley 1709 que modificó el artículo 68A de la Ley 599 del 2000, sin distinción de los motivos que llevaron al sentenciado a incurrir en el delito, o si es la primera vez que se ve inmerso en esta clase de conducta, pues dicha situación ya fue tenida en cuenta por el fallador al momento de proferir la sentencia condenatoria para determinar el ámbito de movilidad de la pena y el cuarto en que debía moverse a fin de establecer el quantum de la sanción penal, de manera que en sede de ejecución de la misma, la prohibición de que trata el art. 32 ejusdem aplica genéricamente y sin excepción para quienes hayan sido condenados por reatos relacionados con el patrimonio económico de manera calificada como ocurrió en el presente asunto con la apelante.
Como conclusión de lo anterior se dirá que la señora BIENVENIDA ARRIETA RODRÍGUEZ al no cumplir conjuntamente con los requisitos establecidos tanto en la ley aplicable al momento de comisión de sus hechos –Ley 1709 de 2014- como en la ley penitenciaria y Carcelaria –Ley 65 de 1993-, no es merecedora del beneficio rogado en su favor.
Ahora bien, depreca la recurrente que se tenga en cuenta para el otorgamiento del sustituto de la sanción de intramural a domiciliaria, pero verifica esta Sala que contra dicha decisión – del 21 de junio de 2016- por no estar notificada, aun no se han interpuesto los recursos legales, los que abren el camino o le otorgan competencia a esta Sala para entrar en su análisis, ello conlleva a que sobre el particular no se realice análisis alguno por el momento.

Dicho lo anterior, la Sala no tiene una opción distinta que la de confirmar el proveído opugnado mediante el cual el señor Juez Cuarto de ejecución de penas y medidas de Seguridad de Pereira negó a la sentenciada el beneficio solicitado.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: Confirmar la decisión proferida el 14 de diciembre de 2015 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BADERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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